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Tributario y Legal 

• Duración del procedimiento inspectivo: licitud y recargos por mora. 

La violación del principio de duración razonable del procedimiento administrativo es 
susceptible de afectar por ilicitud la actuación de la Administración Tributaria. 

• Proyecto de ley propone crear proceso para reestructurar deudas de personas 

físicas. 

En este número informamos sobre un proyecto de ley referido a la reestructuración 
de deudas de las personas físicas. 
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Tributario y Legal 

 Duración del procedimiento inspectivo: licitud y 
recargos por mora. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La violación del principio de 
duración razonable del 
procedimiento administrativo es 
susceptible de afectar por ilicitud 
la actuación de la Administración 
Tributaria. 

 
 

 

 

En diferentes entregas de Monitor Semanal, hemos señalado 

como uno de los aspectos que suelen preocupar a las 

empresas a la hora de enfrentar una inspección fiscal es la 

duración de la misma. Las empresas no tienen certeza en 

cuanto a la duración del procedimiento, pudiendo verse 

envueltas en inspecciones que duran en ocasiones muchos 

años en cuyo discurrir pueden verse afectados por medidas 

cautelares, clausuras, suspensiones de certificados, 

restricciones para imprimir documentación, etc. 

El problema se presenta especialmente en aquellos 

procedimientos que tienen una duración “no razonable” o 

“injustificada” en donde se dilata excesivamente y por causas 

no imputables al inspeccionado la emisión del acto 

administrativo que pone fin al procedimiento. En tales casos, no 

sólo se afecta directamente la posibilidad de hacer valer el 

derecho constitucional de defensa del contribuyente, vedándole 

por largos períodos la posibilidad de impugnar los criterios del 

fisco; sino que también se lesiona su patrimonio, puesto que 

mientras dura al procedimiento se continúan generando los 

recargos por mora determinando un crecimiento exponencial de 

la deuda por el mero transcurso del tiempo. 

Frente a ello, debe señalarse que en nuestro derecho existen 

reglas que habilitan a juzgar la licitud o ilicitud de los 

procedimientos administrativos en función de su duración, y 

que son enteramente aplicables al procedimiento de inspección 

tributaria, pudiendo determinar -según el caso- la ilegitimidad de 

los recargos cuya generación sólo es atribuible a la falta de 

celeridad y eficacia en la sustanciación del procedimiento por 

parte del fisco. 

En ese sentido, una reciente sentencia del TCA respecto a un 

procedimiento realizado por el Banco de Previsión Social (BPS), 

abordó el tema y consideró que la excesiva duración del 

procedimiento inspectivo, determinada por prolongados 

tiempos de inactividad en la sustanciación del trámite, obedeció 

a una falta de celeridad y eficacia atribuible a la negligencia o 

impericia en el accionar de la Administración, en la medida que 

la participación del inspeccionado no supuso, en el caso, ningún 

obstáculo para su pronta sustanciación en tiempos razonables. 

En base a ello, el Tribunal consideró que, en el caso, se 

configuró una violación al principio de duración razonable del 

procedimiento administrativo, lo que, en el caso determinó per 

se la ilegitimidad del acto administrativo y de la liquidación de 

los recargos e intereses, los cuales resultaron excesivos, 

puesto que en su generación incidieron causas ajenas al 

inspeccionado y atribuibles solamente al órgano público. 
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La sentencia no hace sino recoger la regla jurídica de que todo 

procedimiento administrativo tiene un plazo razonable inherente 

al mismo, a partir del cual podrá juzgarse si el actuar 

administrativo fue “justificado” –y por tanto lícito- o, por el 

contrario, carece de justificación razonable por exceder aquél 

plazo inherente al procedimiento en cuestión, siendo 

susceptible -por ello- de tornar ilícito el proceder de la 

Administración, máxime cuando esa demora injustificada le 

reporta un enriquecimiento al fisco, por la acumulación de los 

recargos. 

Lo que no debe perderse de vista es que ese juicio de 

razonabilidad debe hacerse caso a caso en función de las 

singularidades de cada procedimiento en particular, puesto que 

sólo a partir del caso concreto y evaluando todas las 

circunstancias o elementos que han incidido en el desarrollo del 

trámite en cuestión es que podrá elaborarse dicho juicio. 

Este análisis y sus derivaciones son parte del imprescindible 

asesoramiento legal con que debe contar el contribuyente a la 

hora de afrontar una inspección tributaria o decidirse a impugnar 

sus resultados. 
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 Proyecto de ley propone crear proceso para 
reestructurar deudas de personas físicas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

En este número informamos 
sobre un proyecto de ley referido 
a la reestructuración de deudas de 
las personas físicas. 

El 10 de marzo de 2021 ingresó al Parlamento un proyecto de 
ley que propone crear un procedimiento para reestructurar los 
pasivos de las personas físicas, el que deberá ser precedido 
obligatoriamente de un proceso en el ámbito administrativo. 

A continuación, realizaremos un breve resumen de los 
principales aspectos que contempla este proyecto. 

Legitimación activa 

Estarán legitimados para iniciar cualquiera de los procesos 
previstos (administrativo y/o judicial), los siguientes sujetos: 

- Deudores inculpables y de buena fe que no sean 
titulares de bienes o que su activo esté compuesto por 
una única vivienda, con un valor equivalente al 
establecido para su incorporación como bien de familia; 
y/o que sus ingresos anuales sean menores o iguales a 
la suma de 120.000 UI (que hoy asciende a la suma de 
$ 584.496).  

- Uno o varios de sus acreedores.  

Procedimiento administrativo iniciado a solicitud del deudor o 
de los acreedores  

El procedimiento administrativo previsto en el referido proyecto, 
deberá entablarse ante el Área de Defensa del Consumidor del 
MEF dentro del plazo de 6 meses contados a partir de la fecha 
en que el deudor incurrió en mora. Si el procedimiento se 
entablara fuera de plazo, el deudor deberá acreditar su buena fe 
o falta de culpa.  

Si el procedimiento fuese iniciado por uno o varios acreedores, 
deberá notificarse al deudor de la existencia del mismo, 
intimándolo a presentarse en un plazo de 15 días a fin de que 
denuncie a sus acreedores, indicando montos, causa, 
vencimientos y domicilios. Vencido dicho plazo, se convocará a 
audiencia y se intentará conciliar.  

Procedimiento judicial 

Por otra parte, el proyecto prevé la posibilidad de que el deudor 
o los acreedores puedan iniciar un proceso judicial ante los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil o ante los 
Juzgados de Paz (según el monto), hayan o no participado de la 
instancia administrativa previa.  

El plazo para iniciar la acción será de 6 meses contados a partir 
de la fecha del acta labrada en el marco del procedimiento 
administrativo en caso de falta de acuerdo. En caso de 
incumplir el acuerdo, dicho plazo se contará a partir de la mora 
del deudor.  

Las principales características de este proceso son: 

• Plan de pagos. El deudor que solicite el proceso deberá 
presentar un plan de pagos.  
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• Análisis de viabilidad. Se designará un Contador a 
efectos de ilustrar al Magistrado sobre la viabilidad de la 
propuesta y el cumplimiento de sus requisitos. Para la 
aprobación del plan de pagos, se requerirá una mayoría, 
la cual, una vez obtenida, dará lugar al acta de “Acuerdo 
judicial de Reestructuración de Pasivos de Personas 
Físicas”.  

• Explicaciones del deudor. Si el proceso es iniciado por 
uno o varios acreedores, el Juez, previo a todo trámite, 
deberá intimar al deudor a dar explicaciones en el 
término de 15 días y a formular una propuesta de pago.  

• Fracaso de la conciliación. En cualquier caso (ya sea 
que el proceso lo inicie el deudor o acreedor), si en la 
audiencia fracasa la conciliación, el Juez analizará la 
situación económico-financiera del deudor. A tales 
efectos, efectuará una proyección de sus ingresos y 
presentará en un plazo de 10 días a consideración de 
los acreedores una propuesta de pago.   

• Acuerdo Judicial Forzoso. Si el deudor y los acreedores 
no logran llegar a un acuerdo, el juez podrá imponer un 
“Acuerdo Judicial Forzoso”. El acuerdo impuesto por el 
Tribunal podrá ser revisado y mejorado cuando las 
condiciones e ingresos del deudor, así lo permitan.  

• Información a Defensa del Consumidor. Finalizado el 
procedimiento, el Juez comunicará a Defensa del 
Consumidor el resultado del mismo.  

Es importante mencionar que el proyecto establece la 
Inhabilitación del deudor desde la fecha del acuerdo voluntario o 
forzado y hasta la cancelación de la deuda, no pudiendo entablar 
un nuevo procedimiento hasta tanto hayan transcurrido 2 años 
de la extinción de las deudas objeto del acuerdo. 

Se crea el Registro del Procedimiento de Reestructuración de 
Pasivos de Personas Físicas   

Por último, el proyecto prevé la creación de un registro donde 
se asentarán los datos del deudor, los datos de los acreedores 
denunciados, el monto de la deuda, la fecha de inicio del 
trámite, la solución a la que se arribó, y las condiciones y la 
forma del acuerdo o sus modificaciones, si lo hubiere.  
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Breves 

Tributario Legal 

• Con fecha del 15 de marzo de 2021 fue 

publicado en la Web de presidencia un decreto, 

aun sin numerar, que extiende por un año, a 

partir del 1° de marzo de 2021, la devolución de 

IVA por adquisiciones de gasoil a los 

productores de ganado bovino y ovino que no 

tributen IRAE por dichas actividades. 

• El pasado 16 de marzo entró en vigor la Ley 

General de Derecho Internacional Privado No. 

19.920, publicada en el Diario Oficial el 16 de 

diciembre de 2020, que como señalamos en 

una anterior entrega modifica en gran parte la 

normativa que regula las relaciones privadas 

internacionales, derogando el apéndice del 

Código Civil Uruguayo. 

• El pasado 9 de marzo de 2021 ingresó al 

Parlamento un Proyecto de Ley SN/523, que en 

el marco de las medidas adoptadas para afrontar 

la emergencia sanitaria y mitigar el impacto 

económico producto de la pandemia, procura 

exonerar por cierto período los aportes 

jubilatorios patronales a la seguridad social a 

determinadas micro y pequeñas empresas que 

cumplen ciertos parámetros fijados por el 

proyecto de ley y a determinados sectores de 

actividad que se vieron fuertemente afectados 

por la interrupción de actividades debido a la 

emergencia sanitaria. 

 

 

 

 

COVID-19 - Novedades normativas 

A continuación, ponemos a disposición de los lectores de Monitor Semanal, diversos recursos que KPMG 
tiene disponibles en su página web informando de novedades normativas vinculadas al COVID-19. Sin 
perjuicio de ello, nuestros profesionales están a vuestra disposición para atender todas sus dudas o 
requerimientos. 

Recursos: 

• Evolución normativa de la emergencia sanitaria por Coronavirus (COVID-19) 

• El impacto del COVID-19 en el funcionamiento de las oficinas públicas 
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